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En el momento actual es preciso apostar 
por un sindicalismo a la ofensiva para reac-
tivar el Diálogo Social para que no vaya 
por detrás de las iniciativas de las otras 
partes. Es en esta dirección por lo que he-
mos propuesto un Pacto de Legislatura que 
pivote sobre tres ejes: protección social, 
cambio en el modelo productivo y forma-
ción. Un programa de medidas integrales e 
interrelacionadas entre las distintas mate-
rias socioeconómicas que debe llevar a la 
necesidad de una conexión en las actua-
ciones de los sindicatos, las organizaciones 
empresariales y el Gobierno del estado, sin 
olvidar a los Gobiernos autonómicos.

El Diálogo Social es un instrumento 
del Modelo Social Europeo. Desde este 
punto de vista las políticas económicas, de 
empleo y de protección social precisan del 
diálogo social, no solo desde el punto de 
vista de ganar legitimidad, sino de ganar efi-
cacia contribuyendo a la construcción de-
mocrática de las relaciones sociolaborales.

El Diálogo Social no es un elemento 
subalterno ni vinculado a determinadas co-
yunturas políticas. Para el sindicalismo, el 
método de la concertación supone influir 
sobre los contenidos de las normas del 
Gobierno, sobre su política general, desde 
nuestra propia fuente de legitimidad.

Y en un momento de incertidumbre 
económica como el que vivimos actualmen-
te, el Diálogo y la Concertación Social ad-
quieren una especial relevancia.

El movimiento sindical ha de hacer 
frente a los retos que tiene la economía, 
favoreciendo cambios estructurales en el 
modelo económico y social, poniendo en el 
centro de la acción sindical las personas, 
tanto en el trabajo como en la sociedad, 
dotándolas de los necesarios niveles de pro-
tección social, consiguiendo más derechos 
sociales y más derechos laborales.

Fue precisamente en el año 2004 cuan-
do se produce un cambio del escenario po-
lítico que lleva a reforzar este modelo de 
concertación, frente al debilitamiento y la 
quiebra que se produjo con el gobierno del 
Partido Popular.

Con la declaración de 29 de Julio de 
2008, se añade un nuevo elemento, el 
Diálogo Social Reforzado, que ha de pasar 
de ser un mero ámbito de consulta a un 
auténtico marco de concertación social, don-
de se establecen mesas de trabajo tan rele-
vantes como las referidas a cambio climá-
tico, políticas industriales y energéticas, po-
líticas de I+D+i, política sanitaria y política 
de vivienda.

Estas mesas del diálogo social refor-
zado se suman a las del ámbito socio labo-
ral donde se deben concertar las actua-
ciones en materia de Seguridad Social, In-
migración, Estrategia Española de Seguri-
dad y Salud en el Trabajo, Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social, Dependencia y 
Empleo para Personas con Discapacidad, 
Formación Profesional Reglada y para el 
Empleo, Trabajo de Autónomos, Igualdad 
efectiva entre mujeres y hombres, Moderni-
zación de los Servicios Públicos de Empleo 
y Mercado de Trabajo.

Nos encontramos pues, ante un amplio 
catálogo de temas que hay que abordar a 
través de la negociación con gobierno y 
empresarios. Un amplio programa que se va 
a extender en el tiempo y que requiere de 
reflexión y de mucha capacidad de inicia-
tiva que ya hemos adoptado con el docu-
mento de PACTO POR LA ECONOMÍA 
EL EMPLEO Y LA COHESIÓN SOCIAL, 
que así mismo, precisa establecer con 
claridad cuales han de ser las prioridades, y 
en este momento el centro de atención se 
encuentra en las personas y en la protección 
de sus condiciones de vida y trabajo. ■
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Las cifras de desempleo se disparan 
en 2009 
Los datos de la EPA del I trimestre de 2009 confirman el agravamiento 
de la situación del desempleo.

El número de personas desempleadas alcan-
za a más de 4 millones. De éstas no perci-
ben percepciones, desde el sistema público 
de protección al desempleo, en torno a un 
millón de personas, aunque es de suponer 
que una parte de ellas pueden ser percepto-
ras de rentas de inserción sean éstas estata-
les (RAI) o autonómicas.

El modelo productivo, la incapacidad 
de absorber el crecimiento de la población 
activa y 14 puntos más de temporalidad en 
el empleo que la media de la UE, son los 
factores que explican el rápido incremento 
del desempleo en España.

La composición de género del creci-
miento del desempleo también ha comenza-
do a variar. El paro era mayoritariamente 
masculino hasta diciembre de 2008, pero el 
incremento de la destrucción de empleo en 
el sector servicios en el mes de enero vuel-
ve a hacer crecer el paro entre las mujeres 
de forma considerable.

El número de personas afectadas por los 
Expedientes de Regulación de Empleo 
(EREs), un fenómeno que mayoritariamen-
te se manifiesta en los sectores industriales, 
se ha incrementado en un 152% en 2008 
con respecto al 2007.

Si bien la mayoría han sido expedientes 
de suspensión o reducción de jornada, las 
personas afectadas, por un expediente de ex-
tinción del contrato se han incrementado en 
2008 en un 57,1%

El número de empresas concursadas ha 
pasado de 880 en 2007 a 2.528 en 2008, es 
decir un 187% más.

Aunque  se tiende a asociar la destruc-
ción de empleo con los EREs, lo cierto, es 
que la mayor parte del incremento del paro 
no viene por esta vía. Los EREs, sin embar-
go, generan mayor alarma social y ocupan 
gran parte de los esfuerzos de las organiza-
ciones sectoriales del sindicato y han de se-
guir haciéndolo.

Una parte tiene que ver con situaciones 
reales de crisis que de otra forma pueden de-
rivar en cierres totales de actividad, pero no 
es menos cierto que en esta crisis como en 
las anteriores, otra parte son EREs de “opor-
tunidad”. Es decir, obedecen a la anticipa-
ción de medidas que, aprovechando la con-
tracción de los mercados, anticipan cam-

bios organizativos y productivos y procuran 
apurar las ganancias de productividad aso-
ciadas a la reducción de los costes labora-
les. Es con relación a estos segundos, con 
los que el nivel de exigencia sindical debe 
ser mayor y sobre los que el control de la 
autoridad laboral es, a su vez, más exigible.

Los mayores ajustes en las empresas, no 
obstante, se están produciendo por la vía 
del despido objetivo (individual o sin supe-
rar los topes del artículo 51,1 del ET) o sim-
plemente, a partir de la no renovación de 
los contratos eventuales.

Como se puede observar la situación no 
es nada halagüeña y todos los indicadores 
apuntan que no estamos ante una rápida re-
cuperación de la economía, la crisis puede 
alargarse por todo el año 2009 y buena par-
te del 2010. Los factores externos son im-
portantes, tanto en lo referente a la intensi-
dad como a la duración o la manera en que 
se producirá la salida. Por eso y desde la 
perspectiva de que no hay salidas individua-
les a la actual situación de crisis, es funda-
mental la coordinación y la acción concerta-
da en materia de política económica. La sa-
lida de esta crisis precisa de más política, 
de controles y medidas democráticas, don-
de la regulación, la transparencia y el buen 
gobierno estén presentes

Para ello se ha de iniciar el camino para 
un necesario cambio en el modelo producti-
vo menos especulativo y de alto valor añadi-
do, sin dejar de lado al sector de la construc-
ción.

Estas medidas han de ir acompañadas 
de cambios en el sistema financiero y tam-
bién de medidas fiscales, que no pasan por 
la reducción de impuestos, sino por reesta-
blecer impuestos suprimidos como el de pa-
trimonio o sucesiones, entre otros.

Es  también necesario vincular y articu-
lar esta negociación con el diálogo social es-
tatal y, de forma simultánea, acompañar de 
diálogo social los ámbitos autonómicos, pa-
ra tratar de evitar espacios contractuales in-
conexos.

En este proceso la unidad de acción en-
tre CCOO y UGT es especialmente sig- 
nificativa, no solo por lo que nos jugamos 
en materia de empleo y protección social, 
sino por el escenario en el que nos encontra-
mos. ■

Paloma López
Secretaria Confederal de Empleo y Migraciones
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Estadísticas de convenios colectivos
Datos de los convenios colectivos registrados hasta finales de abril y con efectos 
económicos en 2009

Fuente: Elaboración propia partiendo de datos MTIN, registro de convenios, abril 2009 y BD del SINC_CCOO
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Fuente: Elaboración propia partiendo de datos MTIN, registro de convenios, abril 2009 y BD del SINC_CCOO

Las cláusulas de garantía salarial en los convenios colectivos registrados hasta 
finales de abril y con efectos económicos en 2009
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La larga batalla relativa a la ordenación del tiempo de trabajo en Europa 
continúa su camino

Sin acuerdo en la Directiva sobre 
tiempo de trabajo
La revisión de la directiva se inició por parte de la Comisión Europea en 
2004 con el objetivo de reconsiderar estas excepciones permitidas y 
tener en cuenta la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de las Comuni-
dades Europeas sobre los servicios de guardia.

La Directiva Europea de 2003 relativa a la 
ordenación del tiempo de trabajo establece 
una serie de principios básicos como el 
tiempo máximo de trabajo semanal, los des-
cansos diarios y semanales o la duración 
del trabajo nocturno. Además introduce al-
gunas derogaciones que los Estados Miem-
bros pueden aplicar a determinadas cate-
gorías de trabajadores o sectores.

La Eurocámara se pronunció en primera 
lectura en 2005, oponiéndose a la cláusula 
de exclusión que el Reino Unido obtuvo en 
1993, y que le permitía superar el límite de 
48 horas semanales. Dicha cláusula, deno-
minada ‘opt-out’, en la actualidad no solo 
se aplica en el Reino Unido, sino también 
en otros Estados miembros. 

Sin embargo, la oposición del parlamen-
to europeo a la cláusula de ‘opt-out’ fue blo-
queada posteriormente por el Consejo, 
quien además había sugerido diferenciar en-
tre el tiempo de guardia ‘activo’, durante el 
cual el trabajador tiene la obligación de es-
tar disponible en su lugar de trabajo para 
ejercer sus funciones a petición del emplea-
dor; y el servicio de guardia ‘inactivo’ –no 
considerado tiempo de trabajo- en el que el 
trabajador está de guardia pero no ha sido 
llamado para ejercer sus funciones.

En diciembre de 2008 el Parlamento Eu-
ropeo volvió a pronunciarse en segunda lec-
tura a favor del informe realizado por el eu-
rodiputado español Alejandro Cercas de la 
Comisión de Empleo, en la que se exigía la 
eliminación de la posibilidad del ‘opt-out’ 
pasado un periodo transitorio de tres años, 
considerando que la posibilidad de calcular 
la media de 48 horas de trabajo semanal so-
bre un periodo de referencia de un año supo-
ne suficiente flexibilidad para los empresa-
rios en la organización del tiempo de traba-
jo. Téngase en cuenta que fue precisamente 
el Parlamento el que propuso en primera 
lectura ampliar el periodo de referencia de 
los cuatro meses actuales a un año, con el 
objetivo de lograr un equilibrio entre la pro-
tección de la salud de los trabajadores y una 
organización flexible del trabajo.

El informe de la Comisión de Empleo 
fue votado por más de 500 eurodiputados 

donde reclamaron que se considere la totali-
dad de los servicios de guardia como parte 
de la jornada laboral, de acuerdo con la ju-
risprudencia del Tribunal de Justicia Euro-
peo. También se aprobó la modificación del 
texto del Consejo por el que se exige que 
los empleadores informen con suficiente an-
telación a los trabajadores de cualquier cam-
bio en sus horarios. En este sentido, con el 
fin de mejorar la conciliación de la vida pro-
fesional y familiar, los trabajadores tendrían 
derecho a solicitar la modificación de sus 
horarios de trabajo, mientras que los em-
pleadores estarían obligados a tomar en con-
sideración su solicitud.

Por lo que respecta a los periodos de 
descanso, la norma general es que cuando 
no se puedan disfrutar los periodos norma-
les de descanso, se deberá conceder a los 
trabajadores periodos de descanso compen-
satorios. El Parlamento pidió reforzar esta 
disposición y subrayó que los periodos de 
descanso compensatorio se deben conceder 
siempre después de los periodos de trabajo. 
La Eurocámara también abogó por clarifi-
car la situación de los trabajadores que tie-
nen más de un contrato, aprobando que la 
jornada laboral ha de definirse como la su-
ma del tiempo de trabajo de todos los con-
tratos.

Debido a la falta de acuerdo entre la Eu-
rocámara y el Consejo en segunda lectura, 
la revisión de la directiva fue objeto de un 
proceso de conciliación iniciado el pasado 
17 de marzo. Pero tras seis semanas de ne-
gociaciones, el Parlamento y el Consejo no 
lograron alcanzar un acuerdo en estos tres 
aspectos cruciales de la directiva: la cláusu-
la ‘opt-out’, que el Parlamento quiere hacer 
‘excepcional y temporal’, los tiempos de 
guardia y la cuestión de los trabajadores 
vinculados por más de un contrato.

Es la primera vez desde la entrada en vi-
gor del Tratado de Ámsterdam en que un 
proceso de conciliación no ha producido un 
acuerdo, y dado que no hay consenso sobre 
un nuevo texto, la directiva actual sigue en 
vigor, incluso aunque haya una nueva pro-
puesta de la Comisión, que en todo caso, de-
berá tener en cuenta la jurisprudencia euro-
pea en materia de tiempo de guardia. ■

■  ■ ■ ■ ■ ■ ■
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http://europa.eu/scadplus/leg/es/cha/c10418.htm
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Proyecto de Ley sobre el libre acceso 
y ejercicio de las actividades de 
servicios
El informe de la Comisión Europea sobre el “El estado del mercado inte-
rior de servicios” (COM 2002/441), concluía que aún persistían importan-
tes barreras para el establecimiento de un mercado único de servicios.

En la revisión que se produjo de la “Estrate-
gia de Lisboa” en 2006 los objetivos que 
afectan directamente a los servicios de in-
terés general están en la línea de  completar 
y profundizar el mercado interior y asegu-
rar una economía abierta con unas reglas 
del juego homogéneas.

En base a la nueva estrategia se está 
profundizando en los mecanismos de “eli-
minación de barreras a la competencia y 
apertura de mercados”, lo que supone la 
progresiva aceleración, cuando menos, en 
la liberalización de los sectores y servicios.

La Comisión elaboró una propuesta de 
Directiva relativa a los servicios en el mer-
cado interior, publicada el 13 de enero de 
2004, conocida como Directiva “Bolkes-
tein” (Directiva 2006/123) que ha sido apro-
bada tras más de tres años de debates y que 
ha contado con una fuerte movilización sin-
dical europea fruto de la cual la presión sin-
dical ha tenido un protagonismo esencial en 
la mejora de la propuesta inicial.

Los Estados miembros disponen de un 
plazo de tres años, que finaliza en diciem-
bre de 2009 para aplicar lo dispuesto en la 
misma, por lo que la tarea sindical inmedia-
ta es  seguir trabajando en el control de la 
adecuada transposición del texto a nuestro 
ordenamiento jurídico.

El proceso de trasposición en España se 
ha articulado mediante la “Ley sobre el li-
bre acceso y ejercicio de las actividades de 
servicios”, conocida como Ley Paraguas, 
que se encuentra actualmente en el parla-
mento en fase de presentación de enmien-
das, una “Ley de modificación de diversas 
leyes para su adaptación a la Ley sobre el li-
bre acceso de las actividades de servicios y 
su ejercicio”, conocida como Ley Omnibus, 
y en pieza aparte, una “Ley de reforma de 
la ley 7/1996, de 15 de enero, de ordena-
ción del comercio minorista y otras normas 
complementarias”.

Con respecto al contenido de  la “Ley 
Paraguas”, la redacción del Proyecto de 
Ley que se encuentra en fase de presenta-
ción de enmiendas por los diferentes grupos 
parlamentarios hasta el 2 de junio, adolece 
a juicio de CCOO, de coherencia entre el 
propósito y fines de la norma, al menos tal 
y como se formula en su exposición de mo-

tivos, y posteriormente en el articulado del 
mismo.

En particular, este desajuste se advierte 
en relación con el hecho de que la Ley no 
pretende afectar a las condiciones de em-
pleo y de trabajo contenidas en la legisla-
ción laboral, tanto en lo que respecta a los 
derechos individuales como colectivos, in-
cluidos los convenios colectivos, y no es su-
ficiente que este aspecto aparezca recogido 
en la exposición de motivos pero no en el 
texto del articulado.

La transposición de la norma comunita-
ria en materia de servicios se distancia, en 
ocasiones sin suficiente justificación y omi-
tiendo o sintetizando en exceso determina-
dos elementos, del literal de una Directiva 
cuya trabajosa y dificultosa elaboración 
acabó recogiendo las principales inquietu-
des expresadas desde los diversos ámbitos.

En este sentido, el esfuerzo de «intensi-
ficación» de los criterios de aplicación de la 
Directiva que se menciona en la exposición 
de motivos podría transformarse, en mu-
chos de los casos, en una posible alteración 
de los contenidos de la norma europea en el 
ordenamiento jurídico español.

En la relación de servicios excluidos del 
ámbito de aplicación de la norma, deben in-
cluirse expresamente entre los mismos, los 
servicios no económicos de interés general, 
tal y como establece la Directiva en su 
artículo 2.2.a.

El Proyecto de Ley, debería modificarse 
para respetar al máximo la formulación del 
artículo primero de la Directiva e incluir, la 
delimitación negativa que ésta recoge, don-
de explicita que no afectará a la liberaliza-
ción de servicios de interés económico ge-
neral, a la privatización de entidades públi-
cas prestadores de servicios, a la abolición 
de monopolios, a las ayudas estatales ampa-
radas por la normativa comunitaria, a la nor-
mativa estatal relativa a la definición de los 
servicios de interés económico general, al 
fomento de la diversidad cultural y lingüísti-
ca o a la pluralidad de los medios de comu-
nicación, ni tampoco a la legislación nacio-
nal en materia penal, laboral -incluida la ne-
gociación colectiva y la acción sindical-, de 
seguridad social, ni al derecho al ejercicio 
de los derechos fundamentales. ■

Javier Jiménez
Secretario Confederal de Políticas Sectoriales

http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2002:0441:FIN:ES:PDF
http://europa.eu/scadplus/leg/es/cha/c10528.htm
http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=OJ:L:2006:376:0036:0068:es:PDF 
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Las prestaciones del FOGASA en los cuatro meses transcurridos de 2009, 
han crecido un 65,3% respecto al mismo periodo de 2008.

El Fondo de Garantía Salarial
El saldo disponible del organismo en el primer trimestre de 2009 es de 
más de 4.595 millones de euros.

En los cuatro primeros meses de  2009 el 
Fondo de Garantía Salarial (FOGASA) ha 
pagado prestaciones por valor de 217,77 
millones de euros, un 65,3% más que en el 
mismo periodo de 2008.  

El presupuesto consumido en este perio-
do ha sido el 39,51%, un 14,65% más que 
el consumido en 2008.  Se han resuelto 
25.199 expedientes, un 70,59% más. En sa-
larios se pagaron 74,98 millones y en in-
demnizaciones 142,79. El total de trabajado-
res que han percibido prestaciones han sido 
48.326, un 84,11% más. 

Las empresas afectadas en este periodo 
han experimentado un incremento del 
88,73%. Por el motivo de insolvencia se 
han abonado prestaciones por valor de 
167,102 millones, el 76,73% del total.

Las ocho comunidades autónomas en 
las que se han pagado más prestaciones y 
que cada una de ellas supera el 5% del total 
y han pagado más de diez millones de euros 
han sido Cataluña (19,93%), C. Valenciana 
(17%), País Vasco (10,57%), Madrid 
(7,97%), Andalucía (7,16%), Baleares 
(7%), Castilla La Mancha (6,77%) y Casti-
lla y León (5,04%).

Por sectores de actividad los trabajado-

res que han percibido prestaciones pertene-
cen al sector servicios el 42,79%; al sector 
industrial el 29,42%, a la construcción el 
26%; y al sector agrario tan solo el 1,8%.

Las cantidades abonadas en prestacio-
nes, por sectores de actividad, también ha 
sido el sector servicios donde más prestacio-
nes se han pagado 85,719 millones; al sec-
tor industrial 79,057 millones; a la construc-
ción 48,637 millones y al sector agrario 
4,362 millones.

Respecto a las 17.201 empresas afecta-
das, el 55,4% pertenecen al sector servicios, 
a la construcción el 25,74%, al sector indus-
trial el 17,9% y al agrario el 0,96%.

El 76,98% de los trabajadores que han 
percibido prestaciones del FOGASA son de 
empresas con menos de 25 trabajadores y, 
en el extremo opuesto, a empresas que tie-
nen entre 500 y 999 trabajadores tan sólo 
pertenecen el 0,18%.

Igualmente donde mayor cuantía de 
prestaciones se han abonado ha sido en em-
presas de hasta 24 trabajadores con 143,29 
millones de euros, el 65,8% del total de 
prestaciones abonadas y, en sentido opues-
to, en las empresas entre 500 y 999 trabaja-
dores se han abonado 1,021 millones de eu-
ros, el  0,47% de las prestaciones. ■

El Fondo de Garantía Salarial es un organismo autónomo adscrito al Ministerio de Trabajo e Inmigración que garantiza a 
los trabajadores la percepción de salarios, así como las indemnizaciones por despido o extinción de la relación laboral, 
pendientes de pago a causa de insolvencia o concurso del empresario.
Como Organismo Autónomo goza de: 
1.Autonomía de gestión. 
2.Patrimonio y tesorería propia. 
3.Personalidad jurídica pública y diferenciada, sin que ello suponga la quiebra del principio de la personalidad jurídica única 
de la Administración General del Estado. Personalidad diferenciada, pero no independiente. 
4.Sometimiento al principio de legalidad (Art. 103.1 de la Constitución Española) y al Derecho Administrativo. 
5.Ámbito de actuación geográfica sobre todo el territorio nacional.
Normativa reguladora.  
(R.D. 505/85) (O.M. 20-VIII-85) (Instrucción 29-VI-94) (R.D.LG. 1/95, art. 33; y disp. final 4.ª) (O.M. 20-I-99) (Resol. 29-
II-00) (R.D. 372/01) (Resol. 5-VII-01) (Ley 22/03) (Ley 43/06) (Ley 38/07) (O.TAS/76 /2-I-08). (Directiva 2002/74/CE, de 
23-IX-02)  Convenio 173 OIT, de 23 de junio de 1992.
El Consejo Rector. 
Composición. Es el órgano superior colegiado de dirección del FOGASA , integrado por su Presidente, cuatro representantes 
de la Administración Pública, cinco representantes de las Organizaciones Sindicales y cinco de las Empresariales.
Las Comisiones Provinciales de Seguimiento. 
En cada provincia se constituirá una Comisión de Seguimiento del FOGASA. La Comisión, presidida por los Jefes del Área de 
Trabajo o por los Jefes  de la Dependencia Provincial de Trabajo (según haya en la provincia Delegación o Subdelegación del 
Gobierno),  estará integrada por tres representantes de la Administración del Estado, tres de las Organizaciones sindicales y 
tres de las organizaciones empresariales más representativas con arreglo a la ley. Actuará de secretario el Jefe de la Unidad 
del FOGASA.

http://www.mtin.es/fogasa/ 
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Comisiones Obreras no puede quedar fuera de la negociación de 
acuerdos que afectan al colectivo de trabajadores autónomos

El trabajo autónomo en el diálogo 
social
La esencia del llamado diálogo social, es que éste se produce entre el 
poder ejecutivo, las asociaciones de empresarios y los sindicatos. 

Si el objetivo central del mismo es lograr 
una legislación sobre las materias so-
cioeconómicas que goce del más amplio 
consenso, es de suponer que la premisa fun-
damental es lograr el acuerdo de los princi-
pales agentes sociales.

Durante estos últimos tiempos, los tra-
bajadores autónomos han estado en muchas 
agendas. Debemos afirmar que, reconocien-
do autocríticamente por parte nuestra un 
cierto retraso, CCOO desde hace tres con-
gresos estamos dedicando atención y esfuer-
zos hacia un sector específico de trabajado-
res como son los autónomos. Por su natura-
leza e idiosincrasia en parte, y también por 
este descuido atribuible a nuestra organiza-
ción, este importante sector no ha recibido 
la atención que debiera de los agentes socia-
les. De un tiempo a esta parte han florecido 
muchas organizaciones llamadas de autóno-
mos, unas claramente patronales, otras naci-
das al auspicio de gestorías y otras que, sim-
plemente cubrían un espacio que los sindi-
catos de clase habíamos cuidado poco.

Distintas circunstancias están provocan-
do situaciones y planteamientos complejos, 
discutibles y a veces, contradictorios: la cri-
sis económica ha golpeado duramente a es-
te sector, al que justo se comenzaba a darle 
cierta protección. Desde la reciente publica-
ción del Estatuto del Trabajador Autónomo 
se han producido reivindicaciones del con-
junto de Asociaciones que, por su naturale-
za no deben dejar de preocupar al conjunto 
del movimiento obrero. Es muy chocante 
que por un lado, se reclame muy justamente 
protección social para el colectivo de traba-
jadores autónomos dependientes (en adelan-
te TRADE) y para los colectivos de autoem-
pleo, se mezcle a este colectivo con empre-
sarios que tienen trabajadores a cargo o sim-
plemente con miembros de consejos de 
administración que están como autónomos, 
se haga con ello un cóctel, no sé si explosi-
vo, pero con sabor muy, muy ácido, que da 
como resultado reducciones de impuestos o 
de cuotas a la Seguridad Social y que a la 
vez se reclamen prestaciones.

Desde CCOO y su Secretaría de Eco-
nomía Social y Autoempleo reclamamos 

una mayor protección de los colectivos de 
trabajadores autónomos, aquellos que no tie-
nen trabajadores a su cargo y que, por tanto 
no se apropian de la plusvalía de nadie. Pe-
ro hay más, en el diálogo social reforzado 
se acuerda crear el llamado Grupo 11, es de-
cir, un ámbito específico donde se traten es-
tos temas. Pues bien, a fecha de hoy, este 
grupo sólo se reunió en noviembre una vez 
y basta. Sin más nos hemos despertado en 
estos dos últimos meses con dos reglamen-
taciones que ni se acordaron en el diálogo 
social, ni fueron previamente comunicadas 
a los sindicatos, al menos a CCOO. La pri-
mera fue la llamada "Criterios de represen-
tatividad y funcionamiento del Consejo del 
Trabajo Autónomo", y la segunda, el recien-
te acuerdo suscrito por el Ministerio de Tra-
bajo e Inmigración y las Asociaciones ATA, 
CEAT y UPT en fecha 5 de mayo. Más allá 
de los contenidos, que unos no tienen sufi-
ciente  calado, y otros a quienes benefician 
son a pequeños empresarios, las formas en 
que se produce este acuerdo no ayudan al 
diálogo social, puesto que la organización 
más representativa de los trabajadores y tra-
bajadoras del estado español que somos 
CCOO ha quedado al margen absoluto y to-
tal. Ni se nos convocó, ni se nos consultó, y 
este hecho no lo podíamos pasar por alto. 
Así, el responsable de los temas del Diálo-
go Social, Ramón Górriz Secretario de Ac-
ción Sindical de la CS de CCOO, se dirigió 
al Ministro en los términos que correspon-
den, denunciando el incumplimiento de la 
Ley 20/2007 por la marginación sufrida en 
relación al resto de asociaciones de autóno-
mos.

Ahora está en la agenda el tema de la 
prestación por cese de actividad. Hemos de-
jado claro ante el Ministerio de Trabajo que 
no vamos a permitir que, nuevamente se 
nos margine. Comisiones Obreras  tiene pro-
yecto y propuesta en torno a este tema, que 
pasa por dotar a los colectivos que represen-
tamos de una prestación acorde con nuestro 
sistema de protección social, que es contri-
butivo y solidario. La exigencia de preocu-
parnos de las personas lo primero también 
va por el colectivo de TRADEs y autoem-
pleados. ■

Jordi Ribó 
Secretario Confederal de Economía Social y Autoempleo
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Flexibilidad laboral en el sector del 
Metal
Un análisis sobre la regulación convencional sectorial en materia de em-
pleo y contratación, estructura salarial, clasificación profesional y tiempo 
de trabajo.

En abril de 2005 el MTIN firmó con las or-
ganizaciones sindicales y las confederacio-
nes empresariales un Acuerdo Marco por el 
que establecer un mecanismo estable de 
colaboración para el fomento del desarrollo 
y la modernización de los sectores industria-
les. Se consideró entonces necesario impul-
sar análisis detallados de esos sectores me-
diante la puesta en marcha de los llamados 
“Observatorios Industriales”, y se consti-
tuyó uno específico del sector del Metal.

En su última convocatoria, se planteó 
realizar el estudio titulado provisionalmente 
“Flexibilidad laboral en el sector del metal. 
Un análisis sobre la regulación convencio-
nal sectorial en materia de empleo y contra-
tación, estructura salarial, clasificación pro-
fesional y tiempo de trabajo”. A propuesta 
de la Fundación del Metal para la Forma-
ción, la Cualificación y el Empleo (FMF) 
se encargó el análisis a la Federación de In-
dustria de CCOO y a miembros de diversas 
universidades españolas integrantes del Ob-
servatorio de la Negociación Colectiva de 
la CS de Comisiones Obreras.

El estudio tendrá por objeto la realiza-
ción de un Informe sobre la situación en la 
que se encuentra el sector del metal que, da-
das sus características y singularidades, pre-
senta una cierta complejidad en su ordena-
ción convencional y en el tratamiento mate-
rial de sus contenidos, lo que aconseja un 
profundo análisis de la negociación colecti-
va  desarrollada en este sector.

No se trata tan sólo de realizar un estu-
dio pormenorizado de la estructura y conte-
nido de la negociación colectiva sectorial, 
sino de obtener y presentar elementos útiles 
para la reflexión; poniendo a disposición de 
los agentes intervinientes en las relaciones 
laborales sectoriales (empresas, asociacio-
nes empresariales, trabajadores y organiza-
ciones sindicales, así como la propia admi-
nistración) una herramienta que permita 
abordar los distintos procesos de negocia-
ción colectiva, desde la base de un conoci-
miento objetivo de su situación, destacando 
sus resultados, sus déficits, sus expectativas 
y sus demandas.

Lo que se pretende, en suma, es facili-
tar un conocimiento exhaustivo, profundo y 
sistematizado de la realidad laboral y pro-
ductiva, en materia de regulación y desarro-
llo convencional – tomando como ámbito 
de Estudio los 65 convenios colectivos sec-

toriales del sector – de las materias más es-
tructurales y estructurantes de las condicio-
nes de empleo y trabajo; propiciando de ese 
modo, la innovación y la búsqueda de 
fórmulas estratégicas que ayuden a mejorar 
la competitividad de las empresas, sin que 
ello suponga merma alguna en las condicio-
nes de trabajo, asegurando de tal forma, la 
continuidad sectorial en la creación de em-
pleo y riqueza.

Se busca contextualizar el sector – con 
datos económicos y sociológicos – y dibu-
jar el mapa de la estructura de la negocia-
ción colectiva sectorial. Se pretende, una 
vez analizada esa realidad, apuntar nuevas 
propuestas de intervención y adecuación en 
el ámbito de la negociación colectiva, en 
aras de facilitar una herramienta de mejora 
de la conformación y ordenación de los con-
venios colectivos del sector de metal, en 
sus diversos subsectores, y, en particular, so-
bre las materias de “contratación laboral y 
empleo”, “clasificación profesional”, “es-
tructura retributiva” y “organización del 
tiempo de trabajo”. Este proyecto pretende 
describir en profundidad las relaciones en-
tre sistemas de trabajo y flexibilidad laboral 
y, en concreto, se atenderá a estos cuatro as-
pectos de las condiciones de trabajo en este 
sector productivo. Sin olvidar, por supues-
to, la temática de los derechos de participa-
ción – muy especialmente, sindical – que 
será tratada transversalmente y, además, 
con carácter específico, el papel desempeña-
do por las comisiones paritarias.

Más allá de todo esto, se querría – tra-
tando de mantener siempre la flexibilidad 
como “columna vertebral” del enfoque del 
estudio – darle al Informe cierta continui-
dad y perspectiva de futuro de cara a edicio-
nes posteriores de este Observatorio Indus-
trial. Los convenios colectivos de ámbito 
empresarial y los pactos de empresa tam-
bién han de ser analizados como continui-
dad lógica del presente análisis. Y, además, 
servir de herramienta formativa para los re-
presentantes (legales y sindicales) de los tra-
bajadores y los potenciales negociadores de 
los textos convencionales venideros. En re-
lación con esto, no puede eludirse hacer en 
el Informe una reflexión técnico-jurídica so-
bre la necesidad u oportunidad de que exis-
ta una futura negociación de un convenio 
colectivo general de ámbito estatal para el 
sector. ■

Remedios Menéndez
   Observatorio de la Negociación Colectiva

http://www.mityc.es/industria/Observatorios/Paginas/Index.aspx 
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Respaldo a los criterios de CCOO en la 
aplicación del IPC previsto en la revisión 
de los convenios colectivos
El cuestionamiento patronal en torno a la existencia y valor del IPC pre-
visto es vapuleado en laudo arbitral del Consejo de Relaciones Laborales 
del País Vasco.

El pasado 16 de abril, se emitió un laudo ar-
bitral del Consejo de Relaciones Laborales 
en el ámbito del PRECO, por parte del árbi-
tro designado por CCOO, UGT y las patro-
nales del sector de Transportes regulares y 
discrecionales de viajeros por carretera de 
la provincia de Vizcaya, para intervenir en 
el conflicto colectivo de interpretación del 
contenido del artículo del convenio colecti-
vo relativo al incremento salarial aplicable 
en 2009. El tenor del artículo, en la parte en 
conflicto, establece: ...”Se aplicará, en prin-
cipio, el IPC previsto más 1,50% y se revi-
sará en el momento en que se conozca el 
IPC real”.

El conflicto surge como consecuencia 
de que las patronales cuestionan que se pue-
da tomar como referencia de IPC previsto 
el valor del 2% y niegan que haya una pre-
visión oficial de IPC. Para avalar sus posi-
ciones, presentan, entre otros documentos, 
algunas cartas de Departamentos del Minis-
terio de Hacienda que, en respuesta a solici-
tudes de información en torno al IPC previs-
to por el Gobierno, vienen a decir que el 
Gobierno no tiene previsión oficial.

El laudo arbitral pone de manifiesto 
que el redactado del convenio no hace refe-
rencia al carácter oficial del IPC previsto; 
que en años anteriores, con el mismo redac-
tado para los incrementos salariales anua-
les, el incremento a cuenta siempre ha sido 
de un 2%, basándose las partes en las mis-
mas normas que ahora se alegan (fundamen-
talmente Ley General de Presupuestos del 
Estado) y, por tanto, entender lo contrario 
iría contra el principio general de Derecho 
de “respeto a los actos propios”, pues, con-
forme a normas similares, se aceptó por am-
bas partes durante los años anteriores que el 
IPC previsto sería del 2%.

También alega el laudo, en sus conside-
raciones, que el art. 3ª.1 del Código Civil 
establece que “las normas se interpretarán 
según el sentido propio de sus palabras, en 
relación con el contexto, los antecedentes 
históricos y legislativos y a la realidad so-
cial de tiempo que han de ser aplicadas, 
atendiendo fundamentalmente al espíritu y 
finalidad de aquellas”.

A continuación, procede a averiguar si 

existe o no IPC previsto para 2009 y consi-
dera que la clave reside en la Ley de Presu-
puestos Generales del Estado. Y de su análi-
sis, dice que, ...”se constata, primero en su 
preámbulo y posteriormente en sus títulos, 
que se hace referencia reiterada a incremen-
tos de un 2%. En concreto, el Art. 22, en re-
lación al preámbulo IV (respecto del incre-
mento de los gastos del personal al servicio 
del sector público); Art. 30.B); Art. 31.B); 
Art. 33.Dos, párrafo tercero; Art. 35 y Art. 
34, sobre la revalorización y modificación 
de los valores de las pensiones públicas 
(clases pasivas del Estado y pensiones abo-
nadas por el sistema de la Seguridad So-
cial)”.

Analiza, también, el contenido de las le-
yes que regulan estas pensiones públicas 
(Art. 27 del Texto Refundido de la Ley de 
Clases Pasivas del Estado y Art. 48 del Tex-
to Refundido de la Ley General de la Segu-
ridad Social) en donde se señalan que serán 
revalorizadas al comienzo de cada año, en 
función del índice de precios al consumo 
previsto para dicho año. Y dice que: ...”en 
consecuencia, interpretando ello con lo dis-
puesto en el Art. 3.1 del Código Civil, se de-
duce la consecuencia lógica que, al revalori-
zarse las pensiones en función del IPC pre-
visto para cada año, y este año lo ha sido en 
un 2%, éste es el IPC previsto”.

En su consideración Tercera, el laudo ar-
bitral hace referencia a que el RD 1/2009, 
de 9 de enero, de Revalorización y Comple-
mentos de las Pensiones de Clases Pasivas 
para el año 2009, en su primer párrafo seña-
la:  “La ley 2/2008, de 23 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2009 (BOE 10.01.09), contiene dentro 
de su Título IV y disposiciones concordan-
tes, los criterios básicos para determinar el 
importe de las pensiones públicas, fijando, 
con carácter general, su revalorización de 
acuerdo con el Índice de Precios al Consu-
mo previsto para dicho ejercicio económi-
co”. De ello deduce que, “expresamente y 
en el propio BOE y por el Ministerio de 
Economía y Hacienda, se está reconociendo 
la existencia de un IPC previsto para el año 
2009” y que “existe contradicción de este 
Real Decreto, respecto a los informes adjun-
tados por la representación empresarial....”.

■ ■ ■ ■ ■ ■ ■
El PRECO es el 

organismo de solución 
extrajudicial de 

conflictos laborales 
dependiente del 

Consejo de Relaciones 
Laborales del País 

Vasco.
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Para mayor abundamiento de estas con-
tradicciones, el propio Árbitro se dirigió al 
Servicio de Información Administrativa del 
Ministerio de Economía y Hacienda, consul-
tando sobre la previsión del IPC para 2009, 
y de la respuesta obtenida se sirve para afir-
mar que “... se comprueba que según la 
fuente que remite la información al respec-
to desde el Ministerio de Economía y Ha-
cienda, las respuestas son diferentes y, en 
todo caso carecen de valor vinculante”, con-
siderando prioritarias las citadas normas le-

gales “...respecto de las expresadas evacua-
ción de consultas por parte de determinadas 
asociaciones empresariales”. Manifiesta, a 
continuación que “El IPC previsto para el 
año 2009, no es única y exclusivamente pa-
ra un colectivo, sino para toda la ciuda-
danía. Entender lo contrario vulneraría lo 
dispuesto en el art. 14 de nuestra Constitu-
ción por discriminación de los trabajadores 
por cuenta ajena respecto de los pensionis-
tas o funcionarios.”.

Finalmente, el Árbitro emite el LAUDO 
siguiente:

“Al existir un IPC previsto para el 
año 2009 emanado del Gobierno y, por lo 
tanto, oficial, conforme a lo dispuesto en 
el art. 1 párrafo 4ª del Convenio Colecti-
vo Laboral para el Sector de Transportes 
Regulares y Discrecionales de Viajeros 
por Carretera de Bizkaia, se aplicará en 
principio el IPC previsto en el 2% para 
el años 2009, más el 1,50% y se revisará 
en el momento en que se conozca el IPC 
real”.

La Secretaría confederal de Acción Sin-
dical valora este laudo arbitral que desmon-
ta uno a uno los argumentos de las patrona-
les del sector afectado por el conflicto y 
coincide con las alegaciones que desde 
CCOO mantenemos en torno a los intentos 
patronales de deslegitimar los criterios asen-
tados desde hace muchos años en relación 
al IPC previsto y su valor nominal anual.

Existen más pronunciamientos, algunos 
en sede judicial, y otros que expresados en 
el marco de procedimientos de mediación 
de conflictos colectivos han ayudado a al-
canzar acuerdos para aplicar el incremento 
pactado en el convenio colectivo en base a 
IPC previsto o previsión oficial de infla-
ción. No obstante, la Secretaría confederal 
de Acción Sindical, considera muy preocu-
pante que miles de trabajadoras y trabajado-
res aún no hayan visto revalorizadas sus re-
tribuciones para 2009, a pesar de serles de 
aplicación un convenio en vigor, como con-
secuencia de una actitud empresarial vulne-
radora de los compromisos adquiridos y 
pactados convencionalmente.

En relación a los efectos perniciosos que 
en la negociación colectiva de muchos sec-
tores y empresas está teniendo la utilización 
torticera que organizaciones empresariales 
están haciendo de consultas y respuestas de 
organismos ligados al Ministerio de Eco-
nomía y Hacienda, la CS de CCOO junto a 
la UGT, se ha dirigido a la Vicepresidenta 
Económica y responsable del Ministerio en 
cuestión, para denunciar estos hechos y re-
clamar el cese de las respuestas improceden-
tes de organismos dependientes de su Minis-
terio. ■

La Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audien-
cia Nacional, en sentencia de 20 de abril de 2009 ha es-
timado el recurso 0000561/2007 presentado por la Fe-
deración de Servicios Financieros y Administrativos 
(COMFIA) de Comisiones Obreras contra resolución de 
fecha 1 de octubre de 2007 de la Agencia Española de 
Protección de Datos.

La sentencia analiza el conflicto entre los contornos de dos derechos 
fundamentales enfrentados (el derecho fundamental a la protección 
de datos personales y el derecho fundamental de libertad sindical) y 
los límites que operan en el ejercicio de ambos derechos. Pondera 
los intereses enfrentados atendiendo a las circunstancias concretas 
del caso para determinar qué interés merece mayor protección, si el 
interés del titular del derecho a la protección de datos que denunció 
los hechos por los que se impuso la sanción recurrida o si es el in-
terés del sindicato recurrente que ha de informar de los hechos pro-
pios del ejercicio de su actividad sindical constitucionalmente enco-
mendada.

Pone en relación la cuestión planteada con otra, muy similar, 
planteada ante ese mismo tribunal en el recurso 346/2006 que dio 
lugar a la sentencia de 19 de diciembre de 2007, reflejando los fun-
damentos de derechos Tercero, Cuarto, Quinto y Sexto de la misma, 
para concluir que, “en virtud de esta doctrina, que se mantiene para 
el presente caso substancialmente idéntico al allí enjuiciado, proce-
de la estimación del recurso contencioso administrativo interpuesto 
contra la resolución sancionadora de la Agencia Española de Protec-
ción de Datos”.

Destacamos a modo de resumen el párrafo final del Fundamento 
de Derecho Sexto de la citada sentencia referenciada, en el que se 
indica que: “De modo que el derecho a la libertad sindical, en cuya 
valoración, por cierto, no entra la Agencia de Protección de Datos, 
ha de prevalecer sobre el derecho a la protección de los datos perso-
nales, cuando, como sucede en el caso examinado, la acción sindi-
cal ampara la actuación del sindicato recurrente para divulgar entre 
los trabajadores de los centros los datos precisos, y únicamente ne-
cesarios, para el entendimiento de la noticia, teniendo un conoci-
miento cierto de la información relevante desde el punto de vista 
sindical.”  

http://www.ccoo.es/comunes/temp/recursos/1/197711.pdf
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